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A MIS PADRES, 

POR CARIÑO, POR RESPETO, POR AMOR. 



A MIS HERMANOS 



AL ESTADO DE NUEVO LEÓN 



AL SECRETARIO DE ESTADO Y DEL DESPACHO DE JUSTICIA 

É INSTRUaiÓH PÚBLICA 

SR. Lie. D. JOAQUÍN BARANDA 

RESPETUOSO TESTIMONIO DE SINCERA ADHESIÓN. 



Á LOS SRES. Lies. 

FRANCISCO DE P. SEGURA, MIGUEL S. M ACEDO, 

ANTONIO RAMOS PEDRUEZA, 

VÍCTOR MANUEL DEL CASTILLO 

Y 

LUIS G. LABASTIDA. 

Jurado de Calificación en el Etamen Profesional. 

^'Perdonadme: Cuando yo concluya sólo quedará 
á vosotros la ocasión de manifestar vuestra bondad 
y deferencia, y á mí la ocasión de manifestar mi 
respetuosa gratitud, mi sincero, mi eterno agrade- 
cimiento T (Pág. 23.) 

Estas palabras con que tuve el honor de presentaros mi humilde trabajo 
en los momentos de examen, se han cumplido en lo que á vosotros se refería, 
comienzan ahora á cumplirse por mi parte. 

La publicación de esta Tesis, es más que otra cosa, una acción de gracias. 



Á LOS SEÑORES GENERALES DE DIVISIÓN 

MARIANO ESCOBEDO, 
GERÓNIMO TREVIÑO y FRANCISCO NARANJO. 

HOMENAJE. 



AL SEÑOR 



Lie. D. PABLO MACEDO. 



CARIflO, ESTIMACIÓN, RESPETO 



AL SEÑOR LICENCIADO 

D. EDUARDO RUIZ, 

Procurador General de la Nación 

y Profesor de Derecho Constitucional y Administrativo 

en la Escuela Nacional de Jurisprudencia. 



AL SEÑOR SENADOR 

DON ANTONIO ARGUINZONIS. 

La ofrenda es poca, la deuda es mucha: 

dignaos aceptar á cuenta esta manifestación pública 

de respetuoso afecto. 



A ENRIQUE BALLESTEROS, 



JESÚS URUETA, JOSÉ PEÓN DEL VALLE 



FEDERICO GAMBOA. 



MIS HERIUIIOS EM lOEU. 



Á MIS AMIGOS 



SALOMÓN Y GUILLERMO GUGGENHEIM 



JOSÉ A. ROBERTSON. 



No se podrá expedir ninguna ley re- 
troactiva.— Nadie puede ser juzgado ni 
sentenciado, sino por leyes dadas con 
anterioridad al hecho y exactamente 
aplicadas á él, por el Tribunal que pre- 
viamente haya establecido la ley. — Art. 
14 de la Constitución Política de los Es- 
tados Unidos Mexicanos. 



Skñorks Jurados: 



Cuando en horas de meditación buscaba yo el punto jurídico para 
disertar en esta solemnidad, y desesperaba de encontrarlo, pues es 
pálida y vacilante la luz de mis conocimientos y hondo y grande el 
fondo de la Legislación; el estudio de los diferentes problemas que se 
han planteado á propósito del art. 14 de la Constitución, me prome- 
tía dos cosas, igualn;ente queridas y deseadas: que el interés palpi- 
tante del debate actual y la entidad é importancia del asunto, harían 
desaparecer mi insuficiencia, y que al verme empeñado en vencer di- 
ficultades de tal medida y proporción, me otorgaríais, en gracia del 
esfuerzo, vuestra indulgencia; misterioso poder alado para salvar la 
distancia que hay entre mis aspiraciones y su objeto. Con esta espe- 
ranza alenté en mi estudio, ella me trae aquí. 

Perdonadme: cuando yo concluya, sólo quedará^ á vosotros, la oca- 
sión de manifestar vuestra bondad y deferencia, y á mí, la ocasión 
de manifestar mi respetuosa gratitud, mi sincero, mi eterno recono- 
cimiento. 

* 

La garantía que otorga el art. 14 Constitucional, ¿es aplicable á los 
asuntos penales y civiles ó es propia y exclusiva del procedimiento 
criminal? Hé aquí la cuestión que se discute con calor en la Cátedrai 
en el Tribunal, en la Prensa y bien pronto en las Cámaras. 
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Yo creo que el precepto comprendido en la segunda parte de ese 
artículo, es aplicable al proceso criminal solamente, sin que pueda 
referirse nunca á los juicios civiles: 

Creo también que no debe reformarse dicho artículo en el sentido 
de hacerlo extensivo á los negocios del ramo civil, porque las conse- 
cuencias de esa reforma serían desastrosas, fatales. 

Procuraré demostrar ambas cosas. 

♦ ♦ 

La Comisión encargada de redactar la Constitución Política de la 
República, presentó al Congreso Constituyente el proyecto prece- 
dido de una brillante y viril exposición de motivos. 

El art. 4, estaba redactado en estos términos: **No se podrá expe- 
dir ninguna ley retroactiva, Eexpostfacto ó que altere la naturaleza 
de los contratos.*' Y el art 26 decía así: ** Nadie podrá ser privado 
de la vida, de la libertad y de la propiedad sino en virtud de sen- 
tencia dictada por autoridad competente y según las formas expresa- 
mente fijadas en la ley y exactamente aplicables al caso." 

Cuando se discutía en el seno del Congreso el art. 4, el Sr. Rome- 
ro (D. Félix) pidió á la Comisión que lo dividiera en partes, y estan- 
do conforme la mayoría se acordó hacerlo así. Se dividió en tres par- 
tes. Decía la primera: **No se podrá expedir ninguna ley retroacti- 
va," y puesta á votación fué aprobada en la sesión de 15 de Julio de 
1856, por 73 votos contra 17. I^a segunda part^ Eexpostfacto se de- 
claró sin lugar á votar. La misma suerte corrió la tercera que decía: 
•*0 que altere la naturaleza de los contratos." 

Esta primera parte del art. 4 del proyecto así aprobada, es la pri- 
mera parte del art. 14 de la Constitución.^ 

Pocos días después se presentó á la deliberación de la Cámara el , 
art. 26 del proyecto, y quizá por los términos en que estaba redacta- 
do, el debate versó sobre la pena de muerte. 

El Sr. Mata, en nombre de la Comisión, hizo notar que la discu- 
sión sobre la pena de muerte no era todavía oportuna, pues llegaría 
su lugar cuando se tratara del art. 33; pero el Sr. Gamboa replicó 
diciendo que aprobado un artículo en que se dice que nadie puede 
ser privado de la vida sino con ciertas condicione^, quedaba por sólo 
este hecho, aprobada la pena capital. La Comisión tuvo que retirar- 
se para reformar el artículo y lo presentó después en estos términos: 

1 Zarco. Historia del Congreso Constituyente, 1. 1, págs. 697 y 698» 
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* 'Nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por leyes dadas con 
anterioridad al hecho y exactamente aplicadas á él por el Tribunal 
previamente establecido por la ley.** Así propuesto, fué aprobado 
por 84 votos contra 2, en la sesión del 20 de Agosto de 1856. Esta es 
la segunda parte del art. 14 Constitucional. 

La Comisión de estilo reunió los dos artículos aprobados, el 4? y 
el 26 y formó el 14 Constitucional.* 

El art. 26 del proyecto de Constitución (que modificado vino á ser 
la segunda parte del 14 del texto), estaba colocado entre los que enu- 
meraban las garantías que debe tener todo acusado en el juicio cri- 
minal. El 24 y el 25 que inmediatamente le precedían, otorgaban las 
garantías de ser oído en defensa, dar á conocer la acusación, el nom- 
bre del acusador, no ser juzgado dos veces por el mismo delito, etc. 
Y el 27, 28, 29 hasta el 33, siguen hablando del Procedimiento Pe- 
nal, prisión por deudas, de las penas prohibidas, de la detención, etc. 

Yo creo como el Sr. Vallarta *'que si eí artículo hubiera conserva- 
do la colocación que en él proyecto tenía .... nadie ni nunca hubie- 
ra podido creer que ese art. 26 del que se suprimió la palabra /n^í^- 

dad, muy intencionalmente podría tener aplicación á lo civil 

pero el artículo en la minuta del Congreso perdió su lugar, se le co- 
locó después del 4? que abraza lo civil y lo criminal, se formó con 
él el 14 y de esa nueva colocación ha nacido, y no de otra parte, la 
pretensión de aplicarlo también á lo civil y á lo criminal.^ 

En un notable estudio que del art 14 de la Constitución hizo el 
Sr. Lie. Alfonso Lancaster Jones, decía á propósito de las palabras 
del Sr. Vallarta que acabo de citar: **No puede pesar en el ánimo de 
ningún Tribunal la circunstancia del lugar asignado por el texto á 
cualquier garantía constitucional, para deducir de aquí la materia á 
que con especialidad se contraiga,'* y el entonces Presidente de la Su- 
prema Corte reforzó su argumentación, admitiendo el razonamiento 
del Lie. Lancaster Jones ''cuando se tratara de artículos Íntegros del 

proyecto que habían perdido su colocación pero hacer de dos 

artículos uno, como si de igual é idéntico asunto se tratara, quitán- 
dolos del lugar en que el Congreso los aprobó, establecer entre ellos 
correlación de ideas que no existió cuando fueron definitivamente 
votados, son circunstancias que los Tribunales sí deben y mucho 

1 Zarco. Historia del Congreso Constituyente, t. II, pág. 188. 

2 Vallarta. Amparo Rosales. 
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atender Si el art. 26 del proyecto, con cualquier número hu- 
biera quedado integro en la Constitución y no formado tina parte áo. 
otro, ¿se habría pretendido por alguien, con fundamento, ampliar su 
alcance á los negocios civiles, invocando la correlación ideológica á 
que hoy se presta la unión de los dos textos?^ 



*% 



El Legislador de 1857, expresó su pensamiento en términos bien 
claros. La redacción del art. 14 Constitucional no deja lugar á duda 
acerca de su aplicación á los asuntos penales exclusivamente. 

Nadie, sólo se refiere á personas; juzgado y sentenciado, sólo se dice 
de individuos; la aplicación exacta de la ley, sólo se exige en los jui- 
cios criminales. )C 

Jamás podrá decirse con propiedad juzgado y sentenciado^ tratán- 
dose de negocios civiles, porque en ellos no se trata inmediata y di- 
rectamente de las personas sino de las cosas y acciones, y el lenguaje 
ni jurídica, ni literaria, ni gramaticalmente, permite usar á propósito 
de éstas, aquellas palabras. , 

Un eminente jurisconsulto, honra del Foro Mexicano, príncipe de 
la literatura, que hoy forma parte del Tribunal Supremo de la Na- 
ción, ha dicho hace muy pocos días interpretando el art. 14 Consti- 
tucional y refiriéndose al Sr. Vallarta: **Su argumento toral consiste 
en que las palabras juzgado y sentenciado, sólo se usan en materia 
criminal. Por desgracia esto no es sostenible, porque sí puede pre- 
sentarse el caso en que un juez necesite fijar la inteligencia de una 
disposición legal aun en materia penal, y porque en el tecnicismo de 
nuestras constituciones sí existe la prueba terminante de que las pa- 
Xahxas juzgado y sentenciado puedan referirse tanto á los negocios ci- 
viles como á los criminales. La fracción VIII del art. 9? del tít. II 
de las Bases Orgánicas (la segunda de nuestras constituciones cen- 
tralistas) dice así: "Nadie podrá ser juzgado ni sentenciado en sus 
causas civiles y criminales, sino por Jueces de su propio fuero. . . . *' 

Yo que respeto mucho las opiniones del Sr. Lie. D. Justo Sierra, 
por su doble autoridad jurídica y literaria, y que más de una vez he 
sido arrastrado por su mágica palabra hasta dar mi adhesión incon- 
dicional á sus teorías; tengo que hacer violencia á mis simpatías per- 
sonales y quién sabe — ^varias veces me há preocupado — si no se com- 

1 Vallarta. Amparo Larrache, 
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t)a(lezca con ini respeto profundo al maestro, la libertad que me toiíio 
de refutar su argumentación. Me limitaré, pues, á señalar algunos 
otros párrafos de su mismo alegato, que bastan para dejar incólume, 
el razonamiento que ahora expongo. 

El Acta Constitutiva de la Federación Mexicana en su art. 19 es- 
tableció el principio de no retroactividad de las leyes. Pero las pala- 
bras de la Constitución de 24 eran terminantes y precisas: ** Queda 
para siempre prohibido todo juicio por comisión y toda ley retroac- 
tiva.** No había lugar á distinción ni excepción. Sin embargo, en 
1837 se permitió la retroactividad de las leyes puramente declarato- 
lias. Son notables las palabras siguientes del Sr. Montiel y Duar- 
te^ (á quien he seguido en estos datos históricos) respecto de la ley 
citada por el Lie. Sierra: siete años después, dice, volvió á sufrir un 
cambio radical nuestro derecho constitucional, y á propósito del prin- 
cipio de 710 retroactividad de la ley se vino á establecer que: **nadie po- 
drá ser juzgado ni sentenciado en sus causas civiles y criminales sino 
por los jueces de su propio fuero y por leyes dadas y tribunales esta- 
blecidos con anterioridad al hecho ó delito de que se trate." 

Esta ley, que es la citada por el Lie. Sierra, se refiere á la no re- 
troactividad, y esto es un principio aplicable á lo civil y á lo criminal, 
y no á la exacta aplicación de la ley que es una garantía del procedi- 
miento criminal solamente. 

En cuanto á los términos en que está concebida dicha ley, el mis- 
mo Lie. Sierra dice: **que se han empleado tal vez impropiamente^ y 
más adelante, refiriéndose al art. 14 de la Constitución, agrega: * Te- 
ro convengo de buen agrado. Señores Magistrados, en que conside- 
rada en sus términos absolutos la redacción del artículo, autoriza la 
interpretación que se le ha dado (aplicable sólo á lo criminal). Ni 
de otra manera podría explicarse que personas de tanta ciencia y 
tanta conciencia, como las que antes del Sr. Vallarta y en nuestros 
días sostienen la opinión que domina en nuestros acuerdos "^ 

Si el mismo Lie. Sierra conviene en que los términos de la ley que 
cita se han empleado tal vez impropiamente ^ y que aquellos en que está 
redactado el art. 14 autorizan para creerlo aplicable sólo á lo penal, 
ya no me detendré en otras consideraciones. Pero era necesario ha- 
cerlo notar, porque la palabra del Lie. Sierra tiene una sugestión ad- 
mirable, y siendo uno de los defensores de la teoría contraria, sus ar- 
gumentos son, justamente, atendidos y respetados. 

1 Montiel y Duarte, Estudios sobre las garantías individuales, 1873, pág. 364 

2 Justo Sierra, interpretación del art. 14 constitucional. 
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Pero quien ha desarrollado de una manera magistral este argu- 
mento, que se toma de la redacción del art. 14 para creerlo aplicable 
sólo á lo criminal, es el Sr. Lozano, cuyas palabras transcribo íntegras 
para que no pierdan su fuerza y vigor. Dice así: ** Las palabras de 
que se sirve nuestro artículo en la parte que analizamos, demuestran, 
á nuestro juicio, que se trata de materia criminal y no de negocios 
civiles. Se dice con propiedad que alguno ^s juzgado cuando es so- 
metido á juicio para decidir sobre su responsabilidad criminal. Si se 
trata de negocio civil, ora se hable del actor, ora del demandado, 
no son éstos los que son juzgados sino el negocio y los encontrados 
derechos que se controvierten. En ambos juicios hay un hecho fun- 
damental que forma la materia del debate; en lo criminal un delito, 
en lo civil un contrato ú otro hecho que crea obligaciones y derechos; 
pero en el primero, el hecho, el delito imputado al responsable, se 
identifica de tal manera con éste, que propiamente puede decirse que 
es juzgada la persona; en el segundo no hay esa identificación, la 
materia prominente del juicio es el derecho controvertido, abstrac- 
ción hecha del demandante y del demandado: por el efecto de esa 
identificación, si en el primero desaparece la persona, el juicio se 
suspende ó ipsojure termina, según que la separación sea momentá- 
nea ó permanente y absoluta, como en caso de muerte del acusado; 
en el segundo por el contrario, poco importa que la persona desapa- 
rezca: si su desaparición es momentánea, los estrados del Tribunal 
la sustituyen'; si es perpetua y absoluta, como en caso de muerte, el 
sucesor universal representa á su causante y continúa su personali- 
dad jurídica ante el proceso; si no hay heredero, una persona moral, 
la testamentaría ó intestado está revestida por la ley con los mismos 
derechos y las mismas obligaciones que tuvo el autor de la herencia 
en lo que esos derechos y ol^ligaciones afectan á las relaciones de la 
vida civil. 

* *Si cuando se trata de negocios civiles no puede decirse con propie- 
dad que ^s juzgada la persona sino el negocio, menos puede decirse 
que aquella es sentenciada. Se dice bien en un asunto civil que éste 
ha sido fallado ó sentenciado; pero no puede decirse con la misma 
propiedad que las personas á quien tal asunto incumbe con el carác- 
ter de demandantes ó demandados han sido sentenciados. Por el con- 
trario, tratándose de materia penal la expresión es rigurosamente pro- 
pia, el reo ha sido sentenciado, no su delito, la sentencia ha impuesto 
la pena correspondiente á la naturaleza del delito; pero el delincuente, 
y no el delito, ha sido sentenciado, y sería no sólo impropio, sino ab- 
surdo, decir que en una causa de homicidio ha sido juzgado y seu- 



teuciado el delito y no el iomicida."^ De esta opiuióa.es también el 
Sr. Coronado.* 

Las palabras, que no son otra cosa que signos convencienales, de- 
ben, según ley de interpretación, tomarse en el sentido más usado. 
Hay que notar en el art. 14 que después del pronombre nadie y las 
palabras jus^'ado y sentenciado, se encuentra también el adverbio exac-^ 
tamente refiriéndose al modo de aplicar la ley, y como esto sólo se 
exige, según veremos después, en asuntos penales, es indudable 
que para éstos, y no á los civiles, se ha otorgado la garantía consti- 
tucional. 

* 

La contradicción entre los arts. 14 y 17 de la Constitución sería 
inevitable, si extendiéramos aquel precepto á lo civil. 

En efecto, si la ley se ha de aplicar exactamente al caso, si los Tri- 
bunales han de estar siempre expeditos para administrar justicia, y si 
por otra parte es un hecho comprobado que la ley civil es insuficien- 
te para prever y juzgar todas las controversias posibles; habrá mu- 
chos casos en que los Tribunales no estén siempre expeditos para ad- 
ministrar justicia por falta de ley exactamente aplicable al hecho. Ya 
lo había previsto la comisión que redactó el Código Civil cuando en 
la exposición de motivos y al hablar del art. 20, decía: ** es- 
tando fuera de la posibilidad humana la previsión de todos los actos 
que pueden ser materia de controversia, son de todo punto inevita- 
bles, la insuficiencia de la legislación y la necesidad de suplirla, ora 
con los principios generales de derecho, ora con la tradición de los 
Tribunales, ya con las opiniones de los jurisconsultos, ya en fin con 
la propia conciencia, .... el Juez tiene la indeclinable necesidad de 
obrar frecuentemente fuera de la letra de la ley Dejar de juz- 
gar por falta de insuficiencia de la ley, sería devolver al fallo siem- 
pre torpe de las pasiones, lo que éstas habían sujetado á la decisión 
imparcial de los Tribunales y constituir á la sociedad en un estado 
de permanente desorden, que de mal en mal la llevaría á su disolu- 
ción '' 

Y desde las leyes romanas hasta nuestros días, la legislación de 
los países cultos conviene en que la exacta aplicación de la ley civil 
es imposible. 

Igual disposición á la de nuestro art. 20 del Código Civil, contie* 

1 Loxano, Derechos del hombre, págs. 250 y 251. 

2 Coronado. Derecho Constitucional, art. 14, 



toen el de Italia, el de Holanda, el de Austria, la ley Inglesa, y I^ratí- 
cia llega hasta perseguir al Juez como culpable de denegación de jus- 
ticia cuando se rehuse á fallar, so pretexto de silencio ú oscuridad ó 
insuficiencia de la ley, ¿Cómo, entonces querer la exacta aplicación de 
la ley civil, si reconocemos su insuficiencia? En este supuesto, lle- 
garíamos ó á violar constantemente el art. 14 Constitucional, y por 
consiguiente al desprestigio de la ley fundamental, ó á no fallar mu* 
chos de los casos que se presentan á los Tribunales, obligando á los 
hombres á que se hagan justicia por si mismos en el seno de la so- 
ciedad. Y ninguna de estas dos consecuencias, sin embargo forzosas 
y necesarias, es admisible. 

¿Se dirá, como lo indicaron los mismos autores del Código Civil, 
que debe reformarse el art 14 de la Constitución, suprimiendo la pa- 
labra exactamente? Perp entonces, ni se habría evitado la dificultad 
y caeríamos en un error de iguales ó mayores consecuencias. Es que 
la ley penal sí debe ser exactamente aplicable al hecho y esto es una 
garantía individual cuya supresión da lugar á graves abusos. 

* 
* * 

Tan cierto como el principio que reconoce la insuficiencia de la ley 
civil, es el que ordena la exacta aplicación de la ley penal. Nuestro 
Código Penal ha sido redactado en perfecta armonía con el art. 14 
de la Constitución. Los arts. 181 y 182, declaran que el Juez no pue- 
de enmendar ni disminuir las penas, traspasando el máximun ó el 
mínimun, agravarlas ó atenuarlas con otras ó añadirles algunas cir- 
cunstancias, ni imponer penas por simple analogía, ni aun por ma- 
yoría de razón y que no estén decretadas por una ley exactamente 
aplicable al delito de que se trata, anterior á él y vigente cuando és- 
te se cometa. Y es que esto, está en la naturaleza de la ley penal y 
al decretarlo así nuestros legisladores, obraron de acuerdo con el de- 
recho público universal. 

El Sr. D. Antonio Martínez de Castro, tan respetado en nuestro 
país por sus conocimientos en legislación penal y autor del Código 
para el Distrito, decía fundado en el art. 182: ^*Es tan justo y necesa- 
rio el principio que consigna nuestra Constitución (en su art. 14) 
que la mayor parte de los códigos penales modernos, lo consignan 
también con más ó menos claridad, considerándolo como una regla 
tutelar de los ciudadanos. El Código Portugués de 1852, no se con- 
formó con esto, y en su art. 18 consagró las dos reglas que contiene 
él 182 del nuestro y en el 8? del que presentó la comisión portugue- 
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sa en 1864, se prohibió la interpretación extensiva y restrictiva y que 
se imponga pena alguna que no sea la señalada expresamente por 
laley.**i 

Aquí conviene citar otras palabras del mismo autor y con igual 
motivo, para combatir la objeción del I^ic. Sierra, quien dice que 
nuestra opinión no es sostenible * aporque sí puede presentarse el ca- 
so de que un Juez necesite fijar la inteligencia de una disposición 
legal aun en materia criminal, * *2 

Habla el Sr. Martínez de Castro: **Creen algunos que la regla 
mencionada (Art. 182) importa tanto como prohibirá los Jueces to- 
da interpretación de la ley, sujetarlos á su letra material y dejar im- 
punes muchos delitos. Pero se equivocan, porque lo que se prohibe 
es ampliar ó restringir la ley por medio de una interpretación exten- 
siva ó restrictiva que es injusta y peligrosa en derecho penal; pero 
no la interpretación lógica, no que los Jueces consulten la ciencia de 
derecho para penetrar el verdadero sentido de la ley, averiguando las 
razones que se tuvieron presentes al dictarla; no en fin que comparen 
y analicen las diversas leyes que tienen relación con la que hayan de 
aplicar, porque esto sí es propio del Jurisconsulto y del Magistra- 
do/ » 

* 
♦ * 

Dije antes q\i% me proponía demostrar no sólo que el art 14 
Constitucional debía aplicarse, según su recta interpretación, á los 
asuntos del ramo criminal con exclusión de los negocios civiles; sino 
que también era mi propósito hacer ver como ese artículo, perfecta- 
mente redactado, no debe modificarse en el vSentido de hacerlo exten- 
sivo á los negocios del ramo civil. 

En efecto. Si la reforma consiste en suprimir el adverbio exacta- 
viente^ habríamos perdido una garantía de las más preciosas, de las 
más necesarias y que no sólo es conveniente sino conforme á la na- 
turaleza de la ley penal. Si conservando el adverbio lo aplicamos á 
asuntos del orden civil, caemos en un error inevitable, porque el di- 
lema es terrible. **E1 precepto colocado entre las garantías indivi- 
duales da por preciso resultado la más funesta alternativa (supo- 
niéndolo aplicable á lo civil). Si se cumple con él, se dejan de resol- 
ver mil contiendas judiciales, porque cuando no haya fey exactamen- 

1 Código Penal. Exposición de motivos, art. 182. 

2 Voto del Magistrado Justo Sierra. Art. 14 Constitucional. 

3 Código Penal. Lugar citado. 
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te aplicable al hecho, el Tribunal no puede apelar al arbitrio. La 
idea que éste expresa es contradictoria de la que expresa exactitud» 
éste acaba donde aquél empieza; y no es ni concebible cómo un Juez 
puede usar de su arbitrio si debe aplicar la ley exactamente. Si el 
precepto no se cumple se infringe la Constitución á cada paso y el 
recurso de amparo viene á nulificar las sentencias de los Tribunales^ 
si se admite en los negocios judiciales, quedando, si no se admite, 
únicamente escrita la garantía constitucional.*'^ 

Pero supongamos que pudiera eludirse alguno de los dos extremos 
del dilema que acabo de señalar. 

Los que sostienen la opinión contraria, pretenden hacer de los de- 
rechos civiles una garantía individual y ponerlos bajo la protección 
del amparo. Pues bien, ni los derechos civi/es puedan confundirse con 
los derechos del hombre ^ ohyoio át, las garantías individuales; ni la 
violación de aquellos amerita el recurso de amparo. 

Derechos del hombre son los que corresponden por su misma natu- 
raleza, por el simple hecho de ser hombre, subsisten siempre, van á 
todas partes con él, son como su humanidad, forman parte integran- 
te del ser, son condición necesaria para la existencia, la ley no los 
cría sino que los reconoce y respeta, como no cría al hombre sino 
que le señala su lugar y condición en la sociedad: la libertad perso- 
nal, la libertad de trabajo, la manifestación de las ideas, el derecho 
de asociación, el de defensa, el de locomoción, la propiedad, etc. 

En cambio los derechos aviles no son los que reconoce la ley por- 
que ya existieran, sino los que ella misma cría y establece, se modi- 
fican, se alteran, se suspenden, se niegan ó se conceden según los ca- 
sos: **que la minoría concluya á los veintiuno ó á los veinticinco 
años, que la escritura pública sea ó no esencial en las ventas de bie- 
nes raíces, que para la eficacia de la hipoteca sea preciso un registro 
con éstas ó aquellas formalidades, que la apelación sólo proceda en 
negocios de determinada cuantía, que haya ó no recusaciones sin 
causa, que en casos dados no se siga la vía ejecutiva sino la ordina- 
ria, .etc., en todos esos derechos que la ley civil cría, ¿se puede sos- 
tener seriamente que están interesados, que se afecten de modo algu- 
no los derechos del hombre, las condiciones indispensables de su 
naturaleza racional?* '^ 

1 Código Civil. Exposición de motivos Art. 20. 

2 Vallarta. Amparo Larrache. 
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Evidentemente que no. Por eso cuando el Licenciado Lancaster 
Jones decía **que los derechos del hombre son la base y objeto de las 
instituciones sociales y absorben en su genérico significado las institu- 
ciones todas de los diversos órdenes, así del político como del judicial, 
comprendiendo este último el ramo criminal y civil sin distinción al- 
guna**^ incurrió en un lamentable error que dio lugar á que el Sr. 
Vallarta hiciera una espléndida defensa del artículo 14 Constitucional. 

Era "necesario probar que los derechos civiles eran derechos del hom- 
bre para que el razonamiento del Lie Lancaster Jones no diera por 
<:ierto lo que se trataba de probar. 

Ahora, respecto del juicio de amparo, que como dice muy bien el 
Lie. Ruiz en su obra de Derecho Constitucional, es una institución 
que no tiene igual en ninguna otra parte del mundo; no puede ni 
<iebe tampoco aplicarse á toda violación de los derechos civiles. 

Tomó su origen del Habeas Corpus y si bien no se limitó como éste á 
garantizarla libertad individual, no puede, sin embargo, ampliarse á 
otros casos que los comprendidos en el art. loi de la Constitu- 
<:ión y éste sólo lo concede por leyes ó actos de la Autoridad Fede- 
ral que vulneren ó restrinjan la Soberanía de los Estados, por leyes 
<S actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la Auto- 
ridad Federal, y por leyes ó actos de cualquiera autoridad que viole 
las garantías individuales. Para la inteligencia de esta última frac- 
ción: **Por garantías individuales debemos entender, dice el Sr. Co- 
ronado, las comprendidas desde el artículo 2° hasta el 28 inclusive 
-de nuestro Código fundamental, así como la libertad de conciencia 
y religión contenida en el art. 1° de las Adiciones y Reformas de 25 
de Septiembre de 1873. **2 

Si el amparo es una institución establecida para proteger las ga- 
rantías individuales de toda violación ó ataque que venga de cuál- 
<][uiera autoridad, si garantías individuales son las establecidas en 
nuei^tra Constitución para proteger á su vez los derechos del hombre 
y ellos no pueden confundirse, como lo confirma la opinión del Sr. 
Lozano con los derechos civiles, claro es que la violación de éstos no 
amerita el amparo. 

No quiere decir esto que no pueda concederse el amparo en los 
juicios civiles, pues sien ellos se ataca una garantía individual, es 
evidente que procede el recurso y de hecho se concede en muchos 
casos. No quiere decir tampoco que los derechos civiles puedan vio- 

1 Vallarta. Amparo Larrache. 

2 Coronado. Derecho Constitucional. 
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larse impunemente, pues para su defensa existen las leyes con sus 
recursos ordinarios. 

Ni toda ley penal es una garantía individual, ni faltan garantías 
individuales en el orden civil; pero en uno y en otro caso, deben ser 
las expresamente enumeradas en la Constitución. Ahora bien, si los 
partidarios de la doctrina opuesta, lo que pretenden es extender el 
art. 14 á los negocios civiles para protegerlos en caso de viola- 
ción con el amparo; esto no será posible, porque la aplicación exacta 
de la ley civil no puede obtenerse en todos los casos y aun suponién- 
dolo, el no cumplir con este requisito, no significa violación de los 
derechos del hombre. 

Siguiendo nuestros principios, habla el Lie. Ruiz, hemos de decir 
que la segunda opinión (la de que la segunda parte del art. 14. 
se refiere á asuntos criminales) es la que nos parece más fundada, 
pues sólo en materia criminal, cuando la ley no se aplica exactamen- 
te, sino que se deja la imposición de la pena al arbitrio del Juez ó se 
agrava por una ley posterior el carácter del delito, ó se disminuyen 
las garantías del procedimiento, sólo así, decimos, está violado un 

derecho natural que la Constitución garantiza I^a sección I,. 

título I de la Constitución, trata de los derechos naturales del hom- 
bre, tomados en abstracto, no de los derechos civiles, porque éstos 
están garantizados por el Código Civil que no emana de la Constitu- 
ción, porque es una ley necesaria en las relaciones de los particula- 
res entre sí y exista ó no una Constitución, el derecho civil siempre 

existirá Hemos dicho y repetimos que la ley constitucional 

de un pueblo debe interpretarse en el sentido más práctico, evitando- 
á todo trance una interpretación que pudiera conducirnos al absur- 
do. Esto último sucedería, sin duda, si exigiéramos que en los nego- 
cios civiles se aplicara la ley exactamente.^ 

* 

La consecuencia de la reforma del art. 14 de la Constitución, si és* 
ta es en el sentido de hacerla aplicable á los juicios civiles, sería que 
los Tribunales de la Federación conocieran de todos, ó casi todos los 
asuntos civiles del país y tener el derecho de revisar los fallos de to- 
dos los Jueces; lo que no podemos admitir, porque la acumulación 
de negocios en la Suprema Corte y en los otros tribunales federales,, 
haría imposible su despacho, aun con una organización mejor que la 

1 Ruiz. Curso de Derecho Constitucional y Administrativo. 
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que hoy tienen, porque no hay facultad expresa en la Constitución, 
para atribuir á los Poderes Federales el derecho de* revisar y tomar 
parte en los asuntos civiles de los Estados, y porque tal sistema acá-' 
baria con la soberanía de éstos y como resultado final haría de la 
Suprema Corte de la Nación, lo que fué no ha mucho aún: el Poder 
omnímodo, el Tribunal de casación de las casaaones. 

En efecto, Señores Jurados, aparte del número incalculable de fa- 
llos que la Corte tendría que revisar por falta de exacta aiAicsLción de 
la ley civil, no sólo en casos de amparos pedidos por sentencias defi- 
nitivas, sino, pues que así lo quieren los que sostienen la opinión 
contraria, por autos interlocutorios, providencias y cuestiones de me- 
ro trámite, aparte de que no podría atenderse al despacho de los ne- 
gocios, ¿en dónde, en qué parte de la Constitución se concede á la 
Federacióu la facultad de revisar los fallos y procedimientos de los 
tribunales civiles locales? Y ya sabemos que las autorizaciones del 
Poder Federal, según el art. 117, deben estar ex/resameníe marcsLásiS 
en la ley fundamental. Para la administración de justicia criminal, 
sí tienen los Tribunales Federales textos expresos y terminantes de 
la Constitución, que les dan el derecho de revisar, por la vía de am- 
paro, el procedimiento, á saber: los arts. 19, 20, 21, 22, 23 y 24. 

¿De qué manera conciliar la aplicación de la segunda parte del art. 
14 á los juicios civiles, con la insuficiencia de la ley civil y la impo- 
sibilidad de conceder el recurso de amparo, porque violar un derecho 
civil no es violar en todos los casos una garantía individual, y la fal- 
ta de ley exactamente aplicable al caso en los juicios civiles, no es 
un ataque á los derechos del hombre, y con la no autorización expresa 
á los Poderes Federales para revisar los fallos de los Jueces locales? 

Y sin embargo, hay aún más. La destrucción del pacto federal. 
Es necesario destrozar el art. 40 de la Constitución para admitir la 
teoría que estoy combatiendo. Porque si la Suprema Corte es el úl- 
timo, el único, el monstruoso poder que todo lo pueda, todo lo revise 
y todo lo resuelva, heñios concluido con la soberanía de los Estados 
estableciendo un poder centralizador que acabaría con la administra- 
ción de justicia, y que pugna con nuestras instituciones democráticas. 

¿Cómo admitir entonces la reforma de un artículo, si la consecuen- 
cia es ponerlo en contradicción cotí todo el texto? 

Porque el lugar en que estaba colocado el art. 14 en el Proyecto 
de Constitución, era entre las garantías que ésta otorgaba alproce- 
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dimieuto criminal, porque los términos en que está redactado ese ar- 
tículo no dejan lugar á duda respecto de su aplicación á asuntos pe- 
nales solamente, porque esta interpretación está conforme con la 
naturaleza de la ley penal según los principios establecidos en nues- 
tro Código y aceptados por la jurisprudencia criminal de todo el mun- 
do, porque la exacta aplicación de la ley civil no se consigue, pues 
es insuficieute para prever todos los casos y así lo reconocen los Có- 
digos de los países cultos, porque si extendemos la garantía del art. 14 
á los juicios civiles, quedarían sin fallar muchos délos casos que en 
ellos se presentan, y nos pondríamos en la imposibilidad de cumplir 
con lo ordenado en el art. 17 de la misma Constitución, esto es, que 
los Tribunales siempre estén expeditos para administrar justicia, por- 
que de entenderlo así desnaturalizamos el recurso de amparo, además 
de que su aplicación sería imposible al sinnúmero de casos que se 
presentarían, porque al revisar los fallos de todos los jueces de la 
República, la Corte obraría sin facultades expresas ^ lastimando la So- 
beranía de los Estados y tomándose un poder y autoridad que des- 
truyen el acuerdo y la armonía que debe haber entre la Federación y 
aquellos; por todo esto, permitidme. Señores Jurados, concluir de- 
fendiendo la opinión del Sr. Vallarta: 

Que la segunda parte del art. 14 de la Constitución, es aplicable 
al procedimiento criminal exclusivamente, y 

Que no debe reformarse el artículo, en el sentido de aplicar esa 
garantía á los juicios civiles. 

México, Noviembre 11 de 1896. 

P. S. Ya concluido este trabajo, tuve conocimiento de la iniciativa que el 
Ejecutivo presentó ájlas Cámaras el sábado próximo pasado, reformando va- 
rios artículos de la Constitución. El 14 quedará, según el proyecto, así: Nin- 
guna ley tendrá efecto retroactivo. Nadie puede ser juzgado ni sentenciado 
sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y aplicadas á él por el tribunal 
que previamente haya establecido la ley. En materia civil á falta de ley expre- 
sa, se decidirá la controversia conforme á los principios generales de derecho. 

El art. 20 quedará en estos términos: En todo juicio criminal el acusado ten- 
drá las siguientes garantías: 

VI. Que se le juzgue y sentencie por leyes exactamente aplicables al caso. 

En mi concepto estas reformas resuelven las dificultades de interpretación, 
del art. 14 constitucional. 

Emktkrio dk la Garza (jr.) 
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